El Congreso de Tucumán y la declaración de independencia.


En 1815, la derrota definitiva de Napoleón en Waterloo produjo la restauración de las monarquías y del absolutismo en Europa. Restablecido en el trono español, Fernando VII creyó que podría recuperar sus colonias americanas. 

Entonces, el Congreso encomendó a Valentín Gómez y a Rivadavia las gestiones necesarias para lograr la coronación de un príncipe europeo. Era una manera de consolidar la independencia logrando el apoyo de una potencia europea. En 1819, el candidato más firme parecía ser el Duque de Luca, pariente de Fernando VII. Mientras tanto, el Congreso preparaba la sanción de una Constitución.

Las sesiones del Congreso se iniciaron el 24 de marzo de 1816, en Tucumán. Tuvo un carácter verdaderamente nacional: llegaron diputados de Buenos Aires, Córdoba, Santiago del Estero, Catamarca, Salta, Jujuy, Cuyo (que abarcaba a Mendoza, San Juan y San Luis) y La Rioja. Por Mendoza se destacaron Tomás Godoy Cruz y Juan Agustín Maza. También estaban presentes los representantes de Tucumán y diputados del Alto Perú (Charcas, Cochabamba, Tupiza y Mizque), que estaban nuevamente en manos de los realistas.

Los grandes ausentes fueron las provincias del Litoral (Santa Fe, Entre Ríos y Corrientes) y la Banda Oriental. Estas provincias estaban influidas por el caudillo Artigas, que se oponía a cualquier iniciativa del gobierno de Buenos Aires.

Una de las primeras medidas fue elegir un director supremo capaz de restablecer la autoridad central. Debía ser un hombre aceptable para la capital y el interior. El 3 de mayo de 1816 fue elegido Juan Martín de Pueyrredón. 

La declaración de la Independencia

El proceso iniciado en 1810 había dado resultados. El ideal de independencia se había difundido y todos los líderes revolucionarios consideraban necesaria su declaración.; Sin embargo, el avance de la represión realista despertaba temores y se argumentaba que todavía no era tiempo de dar ese paso. 

Desde Cuyo, San Martín exigía su proclamación para poder emprender la campaña libertadora. Belgrano, que había realizado gestiones diplomáticas en Europa, expuso la posibilidad de llegar a un acuerdo con el rey o recibir ayuda de las potencias europeas.

La Declaración de la Independencia de decretó públicamente en la solemne sesión del 9 de julio de 1816. Bajo la presidencia del diputado por San Juan, Francisco Narciso Laprida, el secretario Juan José Paso leyó la proposición y preguntó a los diputados si querían “que las provincias de la Unión sean una nación libre e independiente de los reyes de España y su metrópoli”. Los diputados aprobaron la moción por aclamación y luego en forma individual. Se redactó el acta que firmaron todos los diputados asistentes.

El día 19 de julio el diputado Medrano propuso agregar al texto del acta de la Independencia, a continuación de la propuesta de emancipación, “de los reyes de España, sus sucesores y metrópoli”, la expresión “y de toda dominación extranjera”. Su propósito era desvirtuar los rumores de un acuerdo con los portugueses para establecer un protectorado lusitano. La propuesta fue aprobada por unanimidad.

La independencia políticamente significaba la voluntad de la nación de asumir la soberanía y conducir sus propios destinos, sin reconocer ningún otro poder exterior. Era un paso fundamental para organizar el Estado, poder político de la comunidad nacional, estructurado en base a instituciones que mantienen el orden, declaran el derecho y lo sostienen.

La importancia de la declaración radica en revitalizar la revolución en un momento de grave peligro por el avance español, dar unidad a las provincias representadas y clarificar los fines de la lucha.

El Congreso decidió la oficialización de uno de los principales símbolos de la Nación. El 25 de julio adoptó la bandera celeste y blanca, en el rango de manera menor. La bandera mayor, llamada de ceremonias en la actualidad, fue aprobada el 25 de febrero de 1818 e incorporó el sol en el centro de la franja blanca.

El problema  de la organización del Estado.

Llegado el momento de tratar el problema de la forma de gobierno surgieron distintas posicione pero la mayoría se manifestó partidaria de la monarquía constitucional o temperada, semejante a la inglesa. 

La monarquía era el régimen predominante en el mundo y bajo el cual se había vivido. Se la consideraba garantía de orden, dado que impedía los enfrentamientos por el poder. Al adoptar una constitución se protegían los derechos fundamentales del hombre y era permitida la participación del pueblo en el gobierno a través de representantes. Se trataba de un sistema intermedio entre el antiguo absolutismo y la república.

Belgrano, a su regreso de Europa, propuso establecer una monarquía constitucional que recayese en un descendiente de los Incas. El proyecto fue muy bien recibido por los representantes del Alto Perú y las ciudades norteñas y contó con el apoyo de San Martín y de Güemes, dado que permitiría la unidad de las Provincias del Río de la Plata, Chile y Perú.

Los hombres de Buenos Aires se opusieron, ante la posibilidad de perder su posición hegemónica. Propusieron ofrecer la corona a un príncipe europeo, con el objeto de lograr el reconocimiento de la independencia.

Tomás de Anchorena, diputado por Buenos Aires, defendió el sistema federal, fundamentándolo en la diversidad de territorios (llanuras y montañas) que origina diferencias en el carácter y las costumbres de sus habitantes.

A comienzos de 1817 el Congreso se trasladó a Buenos Aires. Por falta de suficiente consenso, se postergó el tratamiento de la forma de gobierno, pero los planes monárquicos continuaron elaborándose en el seno del Congreso.

En 1819 fue aprobado en sesión secreta un proyecto de coronar como monarca constitucional al príncipe de Luca, emparentado con Fernando VII y apoyado por Francia.

Quienes sostenían la necesidad del régimen republicano en tiempos de la independencia eran, fundamentalmente, el sector federal del Litoral, que consideraba los proyectos monárquicos elaborados en Buenos Aire como una traición a los pueblos.

Constitución de 1819.

Establecido el Congreso en Buenos Aires, resolvió sancionar una constitución; se encargó a una comisión la tarea de redactarla. Hasta tanto, el Estado se regiría por el Reglamento provisional sancionado en 1817, que mantenía el principio de división de poderes.

El Congreso concluyó su obra en 1819 sancionando una constitución jurada por los pueblos de las Provincias Unidas, que no llegó a entrar en vigencia por la derrota del gobierno nacional en 1820. No proclamaba la forma de gobierno; dotaba a la Nación de un gobierno central dividido en tres poderes, un sistema intermedio entre la república y la monarquía constitucional.

El Poder legislativo, bicameral, estaba integrado por una Cámara de Representantes y otra de Senadores. La Primera estaba compuesta por diputados de la nación, elegidos en proporción al número de habitantes, duraban cuatro años en su mandato. El Senado estaba integrado por un senador por cada provincia, tres militares, un obispo, tres eclesiásticos, un senador por cada universidad y el director de Estado, concluido su mandato.

El Poder Ejecutivo era desempeñado por el Director de Estado, nombrado por el Congreso. Duraría cinco años en el cargo. Estaba facultado para otorgar nombramientos en todos los empleos que no se exceptuaran en la Constitución.

El Poder Judicial estaba en manos de una Alta Corte de Justicia, integrada por siete jueces y dos fiscales.

La Constitución adoptaba el centralismo, proclamaba los derechos de la Nación y de los particulares pero no se ocupaba de los gobiernos de provincia.

Independencia: 





Libertad, autonomía, y especialmente, la de un estado que no depende de otro. Es específicamente en esta época, la ruptura de lazos políticos con España.
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